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Universidad Autónoma de Colombia (FUAC) antes de expedirse la Resolución número 
8609 del 16 de mayo de 2022 y para mitigarlo, resulta necesario que esta disponga de 
recursos que le permitan cumplir ordenadamente con el pago de obligaciones que hacen 
posible la prestación de dicho servicio.

Que en consecuencia, no será posible si los acreedores acuden simultáneamente a 
perseguir los bienes y rentas de la Universidad, por lo cual resulta necesario ampliar el 
término señalado inicialmente en la Resolución número 8609 del 16 de mayo de 2022, 
pero solamente por un plazo razonable para que la IES demuestre su capacidad de depurar 
su información financiera y contable, contar con Estados Financieros dictaminados y 
estructurar un plan de pagos, a partir de la ejecución del plan de acción informado a través 
de los oficios 2024-ER-0230956 del 26 de abril de 2024 y 2024-ER-0256466 del 14 de 
mayo de 2024.

Que la aplicación de los institutos de salvamento a la Fundación Universidad 
Autónoma de Colombia (FUAC) tiene el propósito de que esta atienda el pago de sus 
acreencias y obligaciones de manera ordenada, propendiendo porque se les garantice a los 
estudiantes el derecho a la educación, sin que esta medida implique desconocer acreencias 
u obligaciones frente a terceros que la IES deberá atender conforme a los planes de pago
que formule y presente a esta cartera ministerial.

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1°. Prorrogar la vigencia de los institutos de salvamento contenidos en los 
numerales 1, 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo 14 de la Ley 1740 de 2014, ordenados mediante 
Resolución número 8609 del 16 de mayo de 2022 para la Fundación Universidad Autónoma 
de Colombia (FUAC), en el marco de la vigilancia especial dispuesta por este Ministerio a 
través de la Resolución número 5766 de 6 de junio de 2019, hasta el treinta y uno (31) de 
diciembre de dos mil veinticuatro (2024), con fundamento en la parte motiva, los informes 
y documentos que hacen parte integral de la presente decisión.

Artículo 2°. Como consecuencia de la prórroga de los institutos de salvamento 
adoptados en esta resolución, comunicar a través de la Subdirección de Relacionamiento 
con la Ciudadanía el contenido de la presente decisión al Consejo Superior de la Judicatura 
-Sala Administrativa, para que por su conducto se comunique esta decisión a los Jueces
de la República.

Artículo 3°. Como consecuencia de los institutos de salvamento adoptados en esta 
resolución, comunicar a través de la Subdirección de Relacionamiento con la Ciudadanía 
el contenido de la presente decisión a la Superintendencia de Notariado y Registro, para 
que por su conducto se informe a los Registradores de Instrumentos Públicos.

Artículo 4°. Como consecuencia de los institutos de salvamento adoptados en 
esta resolución, el Ministerio de Educación Nacional ordena comunicar a través de la 
Subdirección de Relacionamiento con la Ciudadanía el contenido de la presente decisión 
al Ministerio de Transporte para que por su conducto informe a todas las autoridades de 
transporte.

Artículo 5°. Notifíquese la presente resolución, por intermedio de la Subdirección de 
Relacionamiento con la Ciudadanía a la Fundación Universidad Autónoma de Colombia 
(FUAC), a través de su Representante Legal, siguiendo el procedimiento establecido en el 
artículo 12 de la Ley 1740 de 2014, haciéndole saber que la decisión en ella contenida es 
de cumplimiento inmediato.

Artículo 6°. Publicar la presente resolución de conformidad con el artículo 73 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a través de 
la Subdirección de Relacionamiento con la Ciudadanía.

Artículo 7°. Contra la presente resolución procede el recurso de reposición ante 
este Despacho, dentro del término y con los requisitos del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el cual se concederá en efecto 
devolutivo, por lo cual no se suspende la ejecución o ejecutoriedad de la decisión.

Artículo 8°. Envíese copia de esta resolución a la Dirección de Calidad para la 
Educación Superior, a la Subdirección de Inspección y Vigilancia, a la Subdirección de 
Aseguramiento de la Educación Superior, a la Subdirección de Apoyo a la Gestión de las 
Instituciones de Educación Superior de este Ministerio, y a la inspectora in situ designada, 
para lo de su competencia.

Artículo 9°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su notificación.

Notifíquese, comuníquese, publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 15 de mayo de 2024.

La Ministra de Educación Nacional,

Aurora Vergara Figueroa.

(C. F.).

MINISTERIO DE AMbIENTE  
Y DESARROLLO SOSTENIbLE

Decretos

DECRETO NÚMERO 0852 DE 2024

(julio 5)
por el cual se modifican los artículos 2.2.2.3.1.1, 2.2.2.3.2.2 y 2.2.2.3.2.3 del Decreto 
número 1076 de 2015, en relación con las competencias para otorgar la licencia ambiental 
a los proyectos de exploración y uso de fuentes de energía alternativa virtualmente 

contaminantes y se toman otras determinaciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, y en especial las que le confieren la Constitución Política, 
artículo 189, numeral 11, el artículo 6°, numeral 5, literales a) hasta f), de la Ley 1715 de 
2014, modificado por el Decreto Ley 2106 de 2019, el artículo 5°, numerales 5, 10 y 15, y 
el artículo 53 de la Ley 99 de 1993,

CONSIDERANDO:
Que los artículos 79 y 80 de la Constitución Política establecen el deber del Estado 

de proteger la diversidad e integridad del ambiente; conservar las áreas de especial 
importancia ecológica; planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 
para garantizar su conservación y restauración; prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental, imponer las sanciones y exigir la reparación de los daños causados.

Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 209 de la Constitución Política de 
Colombia, la función administrativa se encuentra al servicio de los intereses generales y 
siempre se debe ejercer dentro de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad.

Que en virtud de lo dispuesto en los artículos 2° y 49 de la Ley 99 de 1993, en 
concordancia con el Decreto-Ley 3570 de 2011, corresponde al Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, como organismo rector de la gestión del medio ambiente y de 
los recursos naturales renovables, de conformidad con la Ley 1444 de 2011, definir entre 
otras cosas, las regulaciones relacionadas con la conservación, protección, manejo, uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio ambiente de la nación, 
a fin de asegurar el desarrollo sostenible, lo cual se ejecuta a través de instrumentos como 
las licencias ambientales para la ejecución de obras, el establecimiento de industrias o 
el desarrollo de cualquier actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos pueda 
producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o 
introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje.

Que el Decreto número 3573 del 27 de septiembre de 2011, creó la Autoridad Nacional 
de Licencias Ambientales (Anla), con el objeto de verificar el cumplimiento de la normativa 
ambiental frente a los proyectos, obras o actividades sujetas a licenciamiento, permiso 
o trámite ambiental de manera que contribuyan al desarrollo sostenible del país. Dicha
entidad tiene la función de otorgar o negar las licencias, permisos y trámites ambientales
de competencia del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con
la ley y los reglamentos; y realizar el seguimiento a los proyectos de su competencia.

Que el artículo 4° de la Ley 1715 de 2014, por medio de la cual se regula la integración de 
las energías renovables no convencionales al Sistema Energético Nacional, declaró como 
un asunto de utilidad pública e interés social y de conveniencia nacional; la promoción, 
estímulo e incentivo al desarrollo de las actividades de producción y utilización de las 
fuentes no convencionales de energía principalmente aquellas de carácter renovable, así 
como el uso eficiente de la energía, a fin de asegurar la diversificación del abastecimiento 
energético pleno y oportuno, la competitividad de la economía colombiana, la protección 
del ambiente, el uso eficiente de la energía y la preservación y conservación de los recursos 
naturales renovables.

Que el artículo 6° de la Ley 1715 de 2014, establece la obligación en cabeza del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de incorporar en las políticas ambientales, 
los principios y criterios ambientales de las FNCE, la cogeneración, la autogeneración, 
la generación distribuida y la gestión eficiente de la energía que conlleven beneficios 
ambientales, para impulsarlas a nivel nacional y apoyar al Ministerio de Minas y Energía 
para velar por un desarrollo bajo en carbono del sector energético, a partir del fomento y 
desarrollo de las fuentes no convencionales de energía y la eficiencia energética.

Que el artículo 49 de la Ley 99 de 1993 establece que “Requerirán Licencia ambiental 
para su ejecución los proyectos, obras o actividades, que puedan generar deterioro grave 
al medio ambiente, a los recursos naturales renovables o al paisaje, de conformidad con 
el artículo siguiente”.

Que el artículo 52 de la Ley 99 de 1993, estableció el listado de proyectos, obras o 
actividades sujetos a licencia ambiental, de competencia privativa de entonces Ministerio 
del Medio  Ambiente entre los cuales, se encuentra el siguiente: “3. Construcción 
de presas, represas o embalses con capacidad superior a doscientos millones de metros 
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cúbicos, y construcción de centrales generadoras de energía· eléctrica que excedan de 
100.000 Kw de capacidad instalada, así como el tendido de las líneas de transmisión del 
sistema nacional de interconexión eléctrica y proyectos de exploración y uso de fuentes de 
energía alternativa virtualmente contaminantes”.

Que el citado numeral 3 del artículo 52 de la Ley 99 de 1993 estableció la competencia 
privativa en cabeza del hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para el 
otorgamiento de licencias ambientales a los proyectos de exploración y uso de fuentes 
de energía alternativa virtualmente contaminantes, sin establecer umbrales mínimos o 
máximos entre la autoridad ambiental nacional y las autoridades ambientales regionales.

Que el artículo 53 de la Ley 99 de 1993 establece que, el Gobierno nacional por medio 
de reglamento establecerá los casos en que las Corporaciones Autónomas Regionales 
otorgarán Licencias Ambientales y. aquellos en que se requiera Estudio de Impacto 
Ambiental y Diagnóstico Ambiental de Alternativas.

Que los siguientes decretos reglamentaron el título VII de la Ley 99 de 1993, sobre 
licencias ambientales, Decreto número 1753 de 1994; Decreto número 1728 de 2002, 
Decreto número 1180 de 2003, Decreto número 1220 de 2005, Decreto número 500 de 
2006 y Decreto número 2820 de 2010, y en todos ellos el hoy Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible mantuvo competencia privativa para otorgar licencias ambientales 
para los proyectos de exploración y uso de fuentes de energía alternativa virtualmente 
contaminantes.

Que a partir de la expedición del Decreto número 2041 de 2014, posteriormente 
compilado en el Decreto número 1076 de 2015, se reglamentó y distribuyó la competencia 
otorgada al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, hoy en cabeza de la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), y las autoridades ambientales regionales de 
la siguiente manera: (i) Autoridad Nacional: Los proyectos de exploración y uso de fuentes 
de energía alternativa virtualmente contaminantes con capacidad instalada superior o igual 
cien (100) MW y (ii) Autoridades ambientales regionales: “d) Los proyectos de. exploración 
y uso de fuentes de energía virtualmente contaminantes con capacidad instalada de igual o 
mayor a diez (10) MW y menor de cien (100) MW”.

Que, para afrontar las consecuencias negativas del fenómeno de El Niño, evitar un 
posible racionamiento de energía como el acontecido entre 1992 y 1993 (ocasionado a 
raíz del déficit de la capacidad de generación de energía hidráulica por reducción de las 
precipitaciones); y con el fin aminorar las emisiones de carbono y otros gases de efecto 
invernadero, se requieren medidas que agilicen la operación de sistemas de generación de 
energías renovables.

Que, en virtud de lo anterior se hace necesario reasignar la competencia a la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), para evaluar los estudios ambientales y hacer 
seguimiento a los instrumentos de control y manejo ambiental para la ejecución de este 
tipo de proyectos. Esto, teniendo en cuenta que de acuerdo con el índice de desempeño 
institucional publicado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), la ANLA es la 
autoridad ambiental más eficiente en la atención y decisión de dichas solicitudes.

Que los proyectos de generación de energías virtualmente contaminantes a partir 
de FNCER prometen enriquecer de manera importante la matriz energética del país y 
contribuir al cumplimiento de la meta “Transición energética para la vida” establecida en 
el eje de transformación productiva, internalización y acción climática del Plan Nacional 
de Desarrollo, la cual busca lograr la diversificación basada en el potencial de energías 
renovables para enfrentar el cambio climático y fortalecer las capacidades del país hacia una 
economía verde. En consecuencia, dichos proyectos deberán ser evaluados bajo criterios de 
unificación, estandarización, rigor técnico y oportunidad en el trámite, la implementación 
de mejores herramientas para la evaluación y seguimiento, y un mayor análisis de la 
sensibilidad social por las tensiones en los territorios, siendo pertinente, realizar una 
reasignación en el régimen de competencias establecido por la normativa vigente.

Que las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial 
de la Vida”, establecen las metas, objetivos y políticas trazadas por el Gobierno Nacional. 
que orientarán el rumbo del país en los próximos años. Dentro de los catalizadores 
propuestos en las bases se encuentra la “Transición energética justa, segura, confiable y 
eficiente” con la cual se busca “acelerar la generación de energías renovables e impulsar 
tecnologías que permitan el desarrollo del potencial de energía eólica, solar, geotérmica, 
biomasa y otras no convencionales como estrategia para democratizar la generación de 
la energía e incentivar la reducción de tarifas de energía a través del aprovechamiento de 
las energías verdes. El país acelerará la penetración de energías renovables en la matriz 
y el sistema energético contará con infraestructura y tecnología avanzada que atienda 
la demanda, a la vez que cumple los compromisos sociales, ambientales y garantiza la 
seguridad, confiabilidad, asequibilidad y eficiencia del servicio de energía”.

Que la Organización de Naciones Unidas (ONU) estableció una serie de metas 
mundiales, como parte de la agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, con el fin de 
lograr un futuro más justo, próspero y sostenible para todos, denominadas Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS), dentro de los cuales encontramos el objetivo número 7, el 
cual establece la obligación de los Estados de garantizar el acceso a una energía asequible, 
fiable, sostenible y moderna para todos.

Que el Conpes 4075 de 2022, tiene por objeto consolidar el proceso de transición 
energética del país a través de la formulación e implementación de acciones y estrategias 
intersectoriales que fomenten el crecimiento económico, energético, tecnológico, ambiental 
y social del país con el fin de avanzar hacia su transformación energética.

Que en el camino hacia la transición energética justa se ha evidenciado la necesidad 
de desarrollar capacidades e incrementar el conocimiento en torno a la evaluación de 
licenciamiento ambiental de los proyectos de exploración y uso de fuentes de energía 
virtualmente contaminantes por parte de la nación, por lo cual, se hace necesario reasignar a la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales la competencia en materia de licenciamiento 
ambiental para dichos proyectos, con el fin de lograr la estandarización y unificación de los 
criterios técnicos y lineamientos para la evaluación y seguimiento de los mismos.

En mérito de lo expuesto;
DECRETA:

Artículo 1°. Definiciones. Adiciónese el artículo 2.2.2.3.1.1. ubicado en la sección 1, 
capítulo 3, título 2, parte 2, libro 2, del Decreto número 1076 de 2015, con el siguiente 
inciso que incorpora la definición de energías alternativas virtualmente contaminantes, el 
cual quedará, así:

Energías alternativas virtualmente contaminantes. Entiéndase por energías 
alternativas virtualmente contaminantes las Fuentes No Convencionales de Energía 
Renovable (FNCER), de acuerdo con lo establecido por el numeral 17 del artículo 5° de 
la Ley 1715 de 2014 o las normas que lo modifiquen, sustituyan o adicionen. Lo anterior, 
sin perjuicio de lo establecido en relación con el trámite de licencia ambiental para los 
pequeños aprovechamientos hidroeléctricos, en los términos que establece este decreto.

Artículo 2°. Competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). 
Modifíquese el numeral 4 del artículo 2.2.2.3.2.2 ubicado en la sección 2, capítulo 3, título 
2, parte 2, libro 2, del Decreto número 1076 de 2015, en lo relacionado con la competencia 
para otorgar la licencia ambiental a los proyectos de exploración y uso de fuentes de energía 
alternativa virtualmente contaminantes, el cual quedará, así:

Artículo 2.2.2.3.2.2. Competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(Anla). La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) otorgará o negará de 
manera privativa la licencia ambiental para los siguientes proyectos, obras o actividades:

4. En el sector eléctrico:
a) La construcción y operación de centrales generadoras de energía eléctrica con

capacidad instalada igual o superior a cíen (100) MW.
b) Los proyectos de exploración y uso para la generación de energía eléctrica de

fuentes de energía alternativa virtualmente contaminantes con capacidad insta-
lada igual o superior a cincuenta (50) MW.

c) El tendido de las líneas de transmisión del Sistema de Transmisión Nacional
(STN), compuesto por el conjunto de líneas con sus correspondientes subestacio-
nes que se proyecte operen a tensiones iguales o superiores a doscientos veinte
(220) KV.

Artículo 3°. Competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales. Modifíquese el 
numeral 4 del artículo 2.2.2.3.2.3 ubicado en la sección 2, capítulo 3, título 2, parte 2, libro 
2, del Decreto número 1076 de 2015, en lo relacionado con la competencia para otorgar la 
licencia ambiental a los proyectos de exploración y uso de fuentes de energía alternativa 
virtualmente contaminantes, el cual quedará así:

Artículo 2.2.2.3.2.3. Competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales. Las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los Grandes Centros 
Urbanos y las autoridades ambientales creadas mediante la Ley 768 de 2002, otorgarán 
o negarán la licencia ambiental para los siguientes proyectos, obras o actividades, que se
ejecuten en el área de su jurisdicción.

4. En el sector eléctrico:
a) La construcción y operación de centrales generadoras con una capacidad mayor

o igual a diez (10) y menor de cien (100) MW, diferentes a las centrales genera-
doras de energía a partir del recurso hídrico.

b) El tendido de líneas del Sistema de Transmisión Regional conformado por el con-
junto de líneas con sus módulos de conexión y/o subestaciones, que operan a
tensiones entre cincuenta (50) KV y menores de doscientos veinte (220) KV.

c) La construcción y operación de centrales generadoras de energía a partir del
recurso hídrico con una capacidad menor a cien (100) MW, exceptuando las pe-
queñas hidroeléctricas destinadas a operar en Zonas No Interconectadas (ZNI) y
cuya capacidad sea igual o menor a diez (10) MW.

d) Los proyectos de generación o exploración y uso de fuentes de energía virtual-
mente contaminantes con capacidad instalada igual o mayor a diez 10 MW y
menor de cincuenta (50) MW.

Artículo 4°. Régimen de transición y vigencia. El presente decreto regirá a partir de 
los tres (3) meses siguientes a su publicación en el Diario Oficial, y solo se aplicará a 
los proyectos, obras o actividades de Fuentes No Convencionales de Energía Renovable 
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(FNCER) que radiquen solicitudes de licencia ambiental con posterioridad a la entrada en 
vigencia.

Los proyectos, obras o actividades con capacidad instalada igual o superior a cincuenta 
(50) y menores de cien (100) MW que hayan radicado solicitud de licencia ambiental ante la 
autoridad ambiental previo a la entrada en vigor del presente decreto, continuarán el trámite 
ante dicha autoridad hasta su obtención, negación o archivo, quien será la competente para 
conocer de las solicitudes de modificación y para ejercer control y seguimiento durante la 
vida útil del proyecto.

Los proyectos, obras o actividades con capacidad instalada igual o superior a cincuenta 
(50) y menores de cien (100) MW que cuenten con licencia ambiental previo a la entrada
en vigor del presente decreto, continuarán los procesos de modificación, desmantelamiento
y abandono ante la misma autoridad, quien será la competente para ejercer control y
seguimiento durante la vida útil del proyecto.

Parágrafo. A partir de la vigencia del presente decreto, cuando se proyecte un aumento 
en la capacidad de generación igual o superior a 50 MW en los términos del numeral 5 del 
artículo 2.2.2.3.7.1. del Decreto número 1076 de 2015, y se adelantará el procedimiento 
previsto en el parágrafo 2° del referido artículo.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de julio de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

María Susana Muhamad González.

SUPERINTENDENCIAS

Superintendencia de Notariado y Registro

Resoluciones

RESOLUCIÓN 07083 DE 2024
(julio 4)

por la cual se amplía el término de la intervención de segundo grado de la Oficina Principal 
de Instrumentos Públicos de Quibdó, ordenada por la Resolución número 05144 del 17 de 
mayo de 2024, la cual, a su vez, fue ampliada por la Resolución número 06532 de 20 de 

junio de 2024.
El Superintendente de Notariado y Registro, en ejercicio de sus funciones legales y en 

especial de las conferidas en el artículo 97 y ss. de la Ley 1579 de 2012, el numeral 14 del 
artículo 13 del Decreto número 2723 de 2014, y

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con lo estipulado en el artículo 96 de la ley 1579 de 2012 corresponde 

a la Superintendencia de Notariado y Registro la inspección, vigilancia y control de la 
prestación del servicio público registral que prestan las Oficinas de Registro de Instrumentos 
Públicos.

Que la norma citada, en su artículo 97, establece que, en cualquier momento, de 
manera oficiosa o a petición de las Entidades de control, judiciales o en virtud de las quejas 
recibidas de los ciudadanos, la Superintendencia de Notariado y Registro, previa visita y 
comprobación de los hechos por parte de la Superintendencia Delegada para el Registro, 
podrá intervenir las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, para lo cual nombrará 
un Director de Intervención.

Que dadas las afectaciones a la prestación del servicio público registral encontradas 
en las visitas de inspección efectuadas por la Superintendencia Delegada para Registro, 
el Superintendente de Notariado y Registro, ordenó la intervención en segundo grado a la 
Oficina Principal de Instrumentos Públicos de Quibdó mediante Resolución número 05144 
del 17 de mayo de 2024.

Que el término de tiempo inicialmente establecido para adelantar la intervención de la 
Oficina Principal de Registro de Instrumentos Públicos de Quibdó fue el comprendido entre 
el 20 de mayo y el 20 de junio de 2024.

Que el término inicialmente establecido para adelantar la intervención de la Oficina 
Principal de Registro de Instrumentos Públicos de Quibdó ordenada a través de la 
Resolución número 05144 del 17 de mayo de 2024, fue prorrogado mediante Resolución 
número 06532 del 20 de junio del 2024, hasta el 5 de julio del 2024.

Que se hace necesario dar continuidad a la normalización en la prestación del servicio 
público registral en la oficina intervenida, que incluye el desarrollo de acciones correctivas y 
preventivas, por parte del equipo de trabajo de la Superintendencia Delegada para Registro, 
que no fue posible garantizar en los términos establecidos en las Resoluciones números 
05144 y 06532 del presente año, expedidas para el efecto, de acuerdo con lo referido en el 
oficio SNR2024IE010570.

Que en línea con lo anterior, se hace necesario ampliar el término de la intervención a la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Quibdó - Chocó, desde el 6 de julio hasta 
el 19 de julio del año 2024, con el fin de dar continuidad a la normalización en la prestación 
del servicio público registral en este Círculo.

Que a través de la presente resolución se ampliará el término de la intervención referido 
en las Resoluciones números 05144 del 17 de mayo de 2024 y 06532 del 20 de junio del 
2024.

RESUELVE:
Artículo 1°. Ampliar el término de la intervención de segundo grado establecido en 

la Resolución número 06532 del 20 de junio del 2024, en lo atinente al manejo jurídico y 
administrativo de la Oficina Principal de Registro de Instrumentos Públicos de Quibdó, a 
partir del 6 de julio de 2024 y hasta el 19 de julio de 2024.

Artículo 2°. Comunicar la presente resolución al Registrador de Instrumentos Públicos 
de Quibdó- Chocó, de conformidad con el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Artículo 3°. Comunicar la presente resolución a la Oficina de Control Interno 
Disciplinario, y a la Superintendencia Delegada para el Registro, para lo de su competencia.

Artículo 4°. Publicar la presente resolución, en la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos intervenida, en el Diario Oficial y en la página Web de la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

Artículo 5°. Contra la presente resolución no procede recurso alguno por tratarse de un 
acto de trámite en los términos del artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C, a 4 de julio de 2024.
El Superintendente de Notariado y Registro, 

Roosvelt Rodríguez Rengifo,
Superintendencia de Notariado y Registro.

(C. F.).

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO SSPD – 20241000320875 DE 2024

(julio 4)
por la cual delegan funciones y competencias relacionadas con la contratación, la 

ordenación del gasto y del pago y se dictan otras disposiciones.
El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, en ejercicio de sus facultades 

legales, en especial las dispuestas en el artículo 209 y 211 de la Constitución Política de 
Colombia, el artículo 12 de la ley 80 de 1993, adicionado por el artículo 21 de la ley 1150 
de 2007; los artículos 3°, 9° y 12 de la Ley 489 de 1998, los numerales 18 y 19 del artículo 
8° del Decreto número 1369 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política en su artículo 209 establece que la función administrativa 

se encuentra al servicio del interés general y se desarrolla con fundamento en los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, delegación y desconcentración de funciones.

Que el artículo 211 de la misma norma constitucional autorizó a las autoridades 
administrativas para delegar en sus subalternos o en otras autoridades las funciones que 
expresamente les señalara la ley.

Que el artículo 12 de la Ley 80 de 1993, adicionado por el artículo 21 de la Ley 
1150 de 2007, dispone que: “(…) Los jefes y los representantes legales de las entidades 
estatales podrán delegar total o parcialmente la competencia para celebrar contratos y 
desconcentrar las licitaciones o concursos públicos en los servidores que desempeñen 
los cargos del nivel directivo o ejecutivo o sus equivalentes (…) En ningún caso, los jefes 
y representantes legales de las entidades estatales quedarán exonerados por virtud de 
la delegación de sus deberes de control y vigilancia de la actividad precontractual y 
contractual.(…) Parágrafo. Para los efectos de esta ley, se entiende por desconcentración 
la distribución adecuada del trabajo que realiza el jefe o representante legal de la entidad, 
sin que ello implique autonomía administrativa en su ejercicio. En consecuencia, contra 
las actividades cumplidas en virtud de la desconcentración administrativa no procederá 
ningún recurso (…)”.

Que en virtud del principio de economía previsto por el artículo 25 de la Ley 80 de 
1993, es procedente establecer mecanismos que agilicen la contratación, por lo cual es 
pertinente delegar la facultad de ordenar y dirigir las distintas modalidades de selección 
para escoger contratistas, contratar y comprometer a nombre de la Superintendencia de 
Servicios Públicos.

Que el artículo 3° de la Ley 489 de 1998 establece que la función administrativa se 
desarrollará conforme con el principio de eficiencia, garantizando el cumplimiento del 
deber que tienen los organismos, entidades y personas encargadas de manera permanente 




